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Suele ocurrir que operamos la realidad de un fenómeno utilizando estereotipos que nos faciliten una medida mínima de información y comprensión sin conciencia del resultado que ello nos va a deparar. Para el caso de la inmigración como para el de otros muchos fenómenos funciona dicho estereotipo, y este toma forma mediante la figura de un varón, marroquí, que ha entrado ilegalmente en patera, y al que asociamos con el mundo de la ilegalidad, pobre, escaso en recursos y en muchos casos dependiente y usuario de nuestro sistema básico de protección social, alimentando así en cierta manera el mito de la invasión del moro al que ineludiblemente asociamos nuestros miedos y prejuicios. Si bien la mayoría de los estudios y los datos que manejamos comienzan a cambiar esa foto fija, es importante detenernos a analizar la inmigración desde los servicios sociales, al constituirse este en uno de los elementos más interesantes y a la vez más olvidados a la hora de analizar el fenómeno.

De hecho, un número creciente de usuarios de Servicios Sociales son inmigrantes extracomunitarios, por lo que estos constituyen un espacio privilegiado para analizar las contradicciones  y obstáculos que surgen en el acceso a los derechos sociales proclamados por nuestra Carta Magna, además de un emplazamiento excelente para observar las rápidas transformaciones que se producen en los flujos migratorios.

Dado que los servicios sociales son una materia competencial propia de las Comunidades Autónomas, y que la gestión de estos servicios depende en el nivel primario de atención de los entes locales, hemos de prestar una particular atención al cuerpo legislativo creado por dichas instituciones y estudiar la forma en que dicho marco afecta a la atención de las personas extranjeras. Al mismo tiempo la aprobación por el Estado español de la Ley 4/2000 “sobre derechos y libertades de los extranjeros y su integración social”, posteriormente reformada por la ley 8/2000, ha venido a influir significativamente en el desarrollo legislativo estatal y autonómico, aunque varíe en función de la comunidad autónoma que estudiemos.

Queremos por tanto llamar la atención sobre como se construye el marco jurídico que regula la relación entre los servicios sociales como ente administrativo y los extranjeros como potenciales usuarios o/ y sujetos de dichos servicios, derechos y prestaciones,  tomando como referencia la Comunidad Valenciana. De otro lado pretendemos cuantificar a grandes rasgos cual es el uso de dichos Servicios por parte de los extranjeros así como los recursos que se destinan, con la finalidad de establecer, aunque sea de forma provisional, indicadores de integración en esta materia y constatar los obstáculos y/o problemas que puedan plantearse.

Configuramos pues esta exposición  sobre los servicios sociales y la inmigración en la Comunidad Valenciana sobre tres ejes: el marco legal de los Servicios Sociales en la Comunidad Valenciana, la incidencia de la inmigración en los Servicios Sociales e indicadores de integración.

1.- EL MARCO LEGAL DE LOS SERVICIOS SOCIALES EN LA COMUNIDAD VALENCIANA.

1.1. EL CONTENIDO DE LOS SERVICIOS SOCIALES

La asistencia social constituye una de las materias sobre las que la Generalitat Valenciana posee competencias exclusivas. A tal efecto, la Generalitat ha ido legislando creando y perfeccionando un cuerpo doctrinal y jurídico propio que define, describe y organiza los servicios sociales.

La Ley 5/1997 de la Generalitat Valenciana que viene a reformar la Ley de 1989, tiene como objeto la regulación y estructuración del Sistema Público de Servicios Sociales en el ámbito de la Comunidad Valenciana. En ella se definen los servicios sociales como el conjunto de recursos, actuaciones y prestaciones que tienden a prevenir, tratar, y eliminar cualquier causa o situación de marginación o desigualdad social, así como garantizar el pleno desarrollo de la persona en el seno de la sociedad fomentando la solidaridad y la participación ciudadana.

Esta Ley estructura la actuación de los servicios sociales en la Comunidad Valenciana en torno a dos niveles de intervención distintos:

a) Los Servicios Sociales Generales o Comunitarios

b) Los Servicios Sociales Especializados

Los Servicios Sociales Generales se presentan como la estructura básica de atención al ciudadano. Conformada, según la Ley, por un equipo interdisciplinar, articula una serie de medidas de carácter preventivo, asistencial y rehabilitador, dirigido a promover el desarrollo pleno del individuo y priorizando las necesidades más urgentes y básicas.

Esta red de atención social primaria se configura en el espacio local como puerta de entrada al sistema público de servicios sociales, e integra los siguientes programas y servicios considerados como básicos:

· Servicio de información, orientación y asesoramiento 

· Servicio de Ayuda a Domicilio

· Programas de Cooperación Social

· Programas de Convivencia y Reinserción Social

· Programa de Emergencia 

· Programas de Prevención y Reinserción Social

Destacaremos las funciones a realizar por estos equipos base: deben gestionar los servicios y programas de ayuda a domicilio y de prestaciones económicas; deben detectar, informar y derivar en su caso a los servicios especializados, aplicando apoyo a las familias o personas que lo solicitan; deben programar actividades de carácter comunitario etc. Como podemos observar claramente las expectativas depositadas sobre este nivel de intervención y sobre los profesionales que lo componen son como poco imposibles exacerbadas y generadoras de frustración. Sin ánimo de entrar en el análisis de la situación ni en la crítica particular sobre los servicios sociales no se puede obviar la enorme desproporción entre los medios y los fines legales que se proponen. 
En fin, frente a esta disposición legal que presenta los servicios sociales generales como un espacio universal carente en principio de sesgo poblacional, el hecho es que los servicios sociales se han configurado en la realidad y en el imaginario colectivo como un espacio de atención a los más necesitados (de los pobres). Por otro lado, dada la situación objetiva de necesidad social propia de muchos inmigrantes, parece que la atención a la inmigración sea una cuestión propia de los Servicios Sociales, en combinación con las ONG, y no algo que compete al conjunto del Estado de Bienestar y a la sociedad de recepción.

En buena medida, se ha creado así una situación que ha obligado a los profesionales de Servicios Sociales a modificar necesariamente el contenido de su trabajo, sin contar con la planificación, la orientació ni los medios para ello. Por otro lado, al tratar a los inmigrantes como a “nuestros” pobres se tiende a ignorar la especifidad de su situación y, como más adelante veremos, a presentar una imagen unilateralizada de la inmigración.

Los Servicios Sociales Especializados, por su parte, se definen por la prestación de una atención más específica en el plano técnico y profesional que la prestada por el nivel general e ir dirigidos a sectores de población con condiciones y circunstancias especiales (tercera edad, minusvalías, drogodependencias, mujer, inmigración, etc). Su ámbito de actuación y su gestión puede variar en función de su carácter público/ privado y territorial.

1.2.- EL DERECHO DE ACCESO DE LOS EXTRANJEROS A LOS SERVICIOS SOCIALES

Huelga recordar que la Constitución consagra en su articulado una serie de derechos sociales,  y que nuestro Estatuto de Autonomía se atribuye la responsabilidad “en el ámbito de las Instituciones Públicas de la protección y ayuda a menores, jóvenes y emigrantes, etc., así como demás grupos o sectores sociales, requeridos de especial protección”.

De modo más concreto, la propia Ley 5/1997 de Servicios Sociales de la Comunidad Valenciana nombra como titulares de estos derechos a, entre otros, “los extranjeros, exiliados, refugiados y apátridas, conforme a lo dispuesto en las normas y en los tratados y convenios internacionales conforme al principio de reciprocidad, sin perjuicio de lo que se establezca reglamentariamente para aquellas personas que se encuentren en reconocido estado de necesidad” refiriendo la condición de acceso a una prestación o servicio a la reglamentación específica que en cada caso se dicte.

La Ley 4/2000 ha venido pues a determinar y modificar, en determinados casos, las condiciones de acceso a los servicios sociales que en las disposiciones de la Generalitat no se regula, o que si se hace, es de forma muy genérica. Hay que destacar que, aunque la Ley 8/2000 reformó de forma bastante restrictiva el marco de derechos establecido, en lo que hace a Servicios Sociales, se mantiene el articulado en su redacción inicial.

Así el artículo 14 hace una puntualización importante al distinguir entre:

a) los extranjeros residentes ( con permiso de residencia) que tienen derecho a los servicios y prestaciones sociales, tanto a los generales y básicos como a los específicos, en las mismas condiciones que los españoles(artículo 14.2)

b) Los extranjeros , sea cual sea su situación administrativa, tienen derecho a los servicios y prestaciones sociales básicas. (artículo 14.3)

Por otro lado, el artículo 43 establece

c) Los trabajadores de temporada, para los que las administraciones públicas deben promover su asistencia adecuada en materia de servicios sociales. (artículo 42.3)

Como podemos observar el artículo 14 plantea dos grandes distinciones: una primera en cuanto al sujeto de derecho: documentado o indocumentado; una segunda en cuanto al objeto de derecho: servicios básicos o específicos. 

Ante esta distinción cabe hacer dos considerandos. En primer lugar esta distinción consolida la existencia de diversos grados de ciudadanía y por tanto de derechos y obligaciones. En segundo termino y principal, consagra un peligroso principio de negación legal al marcar y definir tajantemente el tratamiento del otro, del indocumentado, como sujeto a excluir, provocando situaciones paradójicas,  contradicciones jurídicas y dificultades en señalar los límites de los derechos . Por ello, un punto importante de nuestro análisis, será la situación documental de los inmigrantes, la dicotomía mal denominada como legal/ilegal,  y la forma en que el sistema de servicios sociales actúa sobre ellos, para determinar en que términos se configura esa última frontera de derechos.

El uso del término básico ha sido objeto de debate en el tema que nos ocupa 
 y esta vinculado a otro término de difícil consenso “necesidad” del que existe una extensa literatura. Esta primera subjetividad manifiesta, que otorga derechos o no a los extranjeros indocumentados, puede ser matizada a tenor de los artículos 11 y 12 de la Ley 4/1997 puesto que exceptuando alguna prestación, y a diferencia de algunas CC AA, permite una lectura más abierta. Veamos pues en detalle como afecta la Ley 4/2000 en el acceso de los ilegales a los servicios, programas y prestaciones sociales dependientes de la Generalitat Valenciana.

Uno de los principales recursos de los Equipos de Servicios Sociales lo constituyen las prestaciones incluidas en el artículo 12.-f como programas de atención de las necesidades más básicas. Esta categoría de “básicas” incluye diferentes prestaciones económicas reguladas mediante sus correspondientes Ordenes anuales:

a) Prestaciones económicas individualizadas (PEI).

b) Prestaciones Económicas Regladas (PER)

c) Ayuda para alquiler de vivienda de familias monoparentales

d) Ayuda para el alquiler de vivienda solidaria

e) Ayuda por ocasión de parto múltiple. 

f) Ayuda por prestación económica individualizada por acogimiento familiar.

La actual regulación de las PEI permiten el acceso a todas las personas individuales o núcleos familiares con graves problemas específicos que afecten a su autonomía personal, social y económica sin hacer mención alguna a la situación administrativa del particular. Estas ayudas de carácter económico van dirigidas a sufragar completa o parcialmente los gastos imprescindibles para el uso de la vivienda habitual y/o los destinados a cubrir las necesidades básicas familiares.

Las PER tienen como finalidad actuar sobre aquellas personas o/ familias que no gozando de ningún otro sistema de protección (PC,PNC y/o subsidio desempleo,) se encuentran en situación de precariedad por acumulación de desventajas (paro, educación, vivienda) con el objetivo de facilitar su inserción social. Consiste en una prestación económica mensual (300 euros) de la que puede ser beneficiario la persona hasta 3 años y va ligada a un compromiso de actividades formativas y/o educativas que deben facilitar su inserción socio laboral. De acuerdo con la normativa vigente en la Comunidad Valenciana, es una prestación básica (artículos 37 y38 de la Ley 4/1997) por lo que es un derecho para todo extranjero, legal o ilegal, siempre que cumpla los restantes requisitos de empadronamiento, situación socio económica y familiar. Aquí sí se produce una diferencia respecto a otras CC AA, niegan el acceso a los indocumentados de esta ayuda al no considerar su inclusión en la categoría de prestación “básica”.

Las restantes modalidades de prestaciones aquí descritas atienden a situaciones circunstanciales (tener un nacimiento de tres hijos, menores en acogida, familias monoparentales) muy concretas y que sin embargo son incluidas por ley en la categoría de prestaciones básicas. Ninguna de las dos primeras, presenta impedimento legal alguno de acceso diferenciado aunque su tramitación administrativa supone un obstáculo disuasorio. No ocurre lo mismo con las ayuda para alquiler de vivienda para familias monoparentales y vivienda solidaria que determinan como requisito esencial que el/la solicitante sea nacional o acredite la residencia legal en España.

Observamos pues que el conjunto del cuerpo legislativo afirma el derecho de asistencia a los servicios sociales generales y a sus recursos para todos los extranjeros con independencia de su situación administrativa. Ahora bien, aquí cabría hacer una serie de consideraciones al respecto.

Primeramente, este derecho genérico de acceso esta matizado por la exigencia de diversa documentación administrativa Si bien tras las últimas modificaciones del Reglamento de Población , se permite empadronarse a cualquier extranjero con relativa facilidad, este requisito continúa dificultando la atención de los indocumentados itinerantes, aquellos que se desplazan geográficamente en búsqueda de empleo y que acaban recibiendo un tratamiento administrativo como transeúntes. En segundo termino cabe señalar que si bien el derecho de acceso esta concretado a través de las diferentes legislaciones, el grado de parcialidad y discreccionalidad en la efectividad del derecho es enorme 
 Esta subjetividad es debida a la escasa normatividad de los trámites en servicios sociales, a la dependencia en la gestión de diferentes agentes (principalmente ayuntamientos), y a la en sí ya difícil definición de necesidad como criterio de acceso, sobre todo en un ámbito de escasos recursos.

Así y con todo debemos resaltar la necesidad de adecuar el actual marco legislativo de los servicios sociales al fenómeno de la inmigración. Nuestro actual marco esta abierto a la atención pero no en virtud de una acción normativa clara, sino por su actual redacción genérica. Consideramos por tanto necesario especificar, visualizar el colectivo de los extranjeros en las diversas medidas legales que se acometen al fin de dotar de mayor seguridad jurídica en el acceso y en la acción administrativa.
Como ya señalamos, el derecho a los servicios sociales especializados esta restringido por ley a los extranjeros con permiso de residencia. Sin embargo existen dos ámbitos en los que es más permeable el acceso a estos servicios especializados.

El primero de ellos es el caso de los menores extranjeros. Como consecuencia de la publicación de la Ley 1/1996 de Protección Jurídica del Menor la aprobación de la Ley de Extranjería recoge en su redacción la obligación de atender a los menores desamparados con los mismos medios y derechos de que gozan los menores españoles. Así se especifica en el Decreto 93/2001 por el que se aprueba el Reglamento de Medidas de Protección Jurídica del Menor en la Comunidad Valenciana.. Todo ello confiere un grado de garantía de los derechos, independientemente de la situación administrativa, que viene en la práctica a conceder todo los derechos en esta materia que por otra vía les son denegados a los ilegales. 

El segundo de estos ámbitos son los servicios de atención a la mujer que comprenden el conjunto de recursos y programas: atención jurídica y psicológica de base, pisos tutelados, residencias o programas de formación laboral. El acceso a estos recursos está amparado legalmente en el único caso en que la mujer tenga hijo/s menor/es, pues como hemos señalado, estos gozan de un tratamiento diferenciado conforme a la Ley del Menor y la Ley de Extranjería. Una vez cruzada la frontera de los derechos, la situación a la que están expuestas las ilegales es de total desamparo.

Sin embargo, los servicios de atención a la mujer pasan por ser uno de los recursos más utilizados porcentualmente por las inmigrantes ilegales, situación esta que nos obliga a iniciar a continuación un recorrido por la realidad de la inmigración en referencia al uso de los servicios sociales que hacen. 

2.- LA INCIDENCIA DE LA INMIGRACIÓN EN LOS SERVICIOS SOCIALES

No existen datos globales ni un organismo único que los recoja, en el contexto de la Comunidad Valenciana, que respondan a cuestiones elementales como el número de usuarios extranjeros en Servicios Sociales, las nacionalidades más representadas o las demandas más frecuentes. La falta de instrumentos de sistematización, la escasez de tiempo o personal que lo realice, y la opinión generalizada de que esos datos no tienen un correlato práctico posterior, son algunas de las explicaciones de este vacío en cuanto a datos estadísticos se refiere y que afecta indistintamente a muchos de los campos de los servicios sociales. Por tanto, hemos optado por realizar una investigación exploratoria y descriptiva, tomando como base empírica, dos realidades relativamente diferentes: por un lado, la ciudad de Valencia; por otro, poblaciones de las provincias de Castellón y Valencia que consideramos pueden representar en conjunto las diferentes situaciones de migración en el ámbito local que podemos encontrar en este ámbito territorial: Onda, Vila-real, Benicassim, Gandia, Torrent, y Sagunt.

2.1.- LA ATENCIÓN DE LOS SERVICIOS SOCIALES

Para la ciudad de Valencia se han seleccionado cuatro Centros Municipales de Servicios Sociales (CMSS) que atienden a áreas urbanas relativamente diferentes
.  Se trata de los CMSS de Ciutat Vella, Quatre Carreres, Benimaclet y Creu Coberta, donde se han realizado entrevistas informales con las directoras, entrevistas grupales con las profesionales del Servicio de Información y se ha trabajado con fuentes primarias (planillas de atención diaria del Servicio de Información) y secundarias (Memorias de actividad).

En el caso de Valencia, desde 1997 se recoge el ítem “situación de extranjería”
 en los documentos de registro (planillas, memorias), lo que constituye la aproximación más fiable de la que disponemos, que se muestra en el cuadro siguiente.

. 

Inmigrantes atendidos en Servicio de Información. CMSS Valencia ciudad. Evolución 1997-2002.

	
	Centros Municipales de Servicios Sociales CMSS

	Año
	Ciutat Vella
	Quatre Carreres
	Benimaclet
	Creu Coberta

	1997
	4,9 %
	2,9 %
	- - -
	- - -

	1998
	5,2 %
	2,0 %
	- - -
	- - -

	1999
	7,5 %
	1,6 %
	4,2 %
	4,3 %

	2000
	13,0 %
	5,9 %
	13,4 %
	13,8 %

	2001
	 27,4 %
	27,4%
	26,3 %
	20,2 %

	2002
	33,4 %
	(43, 75 %)
	30,2 %
	30,8 %


Fuente: Años 1997-2001. Memorias de actividad de los CMSS. Año 2002 elaboración propia a partir planillas del Servicio de Información. Notas: los CMSS de Benimaclet y Creu Coberta abrieron sus puertas en 1999. El dato de 2002 del CMSS Quatre Carreres corresponde a expedientes abiertos a personas extranjeras que se presentan en el Servicio, sobre el total de nuevos expedientes abiertos. No corresponde, por tanto, al total de personas atendidas.

En el resto de poblaciones y dada la dificultad manifiesta para acceder a los datos cuantitativos la base principal de recogida de datos ha sido la entrevista cerrada con los coordinadores y / o responsables de la materia, aunque dependiendo de las circunstancias, hemos tenido acceso a determinados datos. Sin embargo y a diferencia de la ciudad de Valencia y con la excepción de Sagunt, no se recoge hasta el día de hoy en las memorias de atención ningún marcador de extranjería, legalidad/ilegalidad,  etc, y por tanto no es posible ofrecer un cuadro de la evolución cuantitativa de este fenómeno. Por tanto la aproximación a la realidad hemos de hacerla de forma indirecta, a través de datos concretos, porcentajes y confrontación de los mismos. El presente cuadro es por tanto una aproximación en función del número total de personas atendidas y el porcentaje de inmigrantes valorado por los profesionales entrevistados y debe tomarse en esa consideración. 

Población inmigrante atendida sobre total de usuarios. Año 2002

	ONDA
	VILA-REAL
	BENICA-SSIM
	GANDIA
	TORRENT
	SAGUNT
	REQUENA
	VALENCIA

	50 %
	30 %
	70 %
	20 %
	20 %
	20 %
	19 %
	30 %


La presencia de usuarios inmigrantes en los CMSS y en los ESB es perceptible a finales de la década de los 90. Para todos los casos estudiados y en general para el resto de poblaciones, podemos hablar de dos momentos o etapas. Una primera, desde mediados de los 90 hasta el año 2000, en la que el número de inmigrantes es bastante reducido, entre un 2 o un 3% en el caso de la ciudad de Valencia, tratándose de personas ya asentadas, con permiso de trabajo y residencia y años de estancia en nuestro país, y superior en poblaciones de ocupación agrícola y necesidad de mano de obra intensiva (Onda y Vila-real como ejemplo) donde los servicios sociales han de atender a los inmigrantes temporeros (esencialmente magrebíes). 

La segunda etapa se inicia con el nuevo siglo y está marcada por la creciente presencia de inmigrantes en los Servicios Sociales. En tres años, el número de personas usuarias inmigrantes se multiplica por diez, constituyendo en la actualidad el 20 % en Sagunt, Torrent y Gandia, el 30 %  en Valencia e incluso el 50% y el 70% en Onda y Benicassim.

La creciente presencia de inmigrantes en el sistema de Servicios Sociales obedece a tres razones. En primer lugar, el aumento del flujo migratorio particularmente desde países con situaciones de crisis social y económica y con nacionales ya asentados en nuestro país (lo que supone la existencia de redes informales que facilitan el viaje y la inserción aquí de los recién llegados). Es el caso de las ecuatorianas y ecuatorianos, y latinoamericanos en general, en toda la Comunidad Valenciana y en especial en la ciudad de Valencia, o el de los rumanos y otros nacionales de países de Europa del Este en la provincia de Castellón. 

En segundo lugar, pero no menos importante, desde mediados de 1999 se modifica el tratamiento administrativo hacia los indocumentados. Se normaliza su empadrona-miento. La Ley 4/2000 les reconoce una serie de derechos, como las prestaciones sociales básicas. Por otro lado, en los procesos de regularización de 2000 y 2001 se establece el empadronamiento como requisito y prueba de asentamiento. Tanto desde los propios Servicios Sociales como desde las ONG se animan a los inmigrantes a que se empadronen, ya que el certificado de empadronamiento constituye un requisito administrativo básico para acceder a las prestaciones de Servicios Sociales, obtener la Tarjeta Sanitaria o inscribir a sus hijos en la escuela.

La “normalización” del trato hacia los indocumentados, y la propia percepción de éstos sobre este cambio
, es otro factor que explica el aumento de usuarios inmigrantes en Servicios Sociales. Si hasta el año 1999 los pocos inmigrantes que se presentaron en los ESB y los CMSS suelen ser documentados, a partir de ese año la situación cambiará. La mayoría de usuarios son ya indocumentados (quienes, por otra parte, tienen una situación objetiva de mayor dificultad social).

Por último, la variación en cuanto al perfil de la inmigración que nos llega, supone una razón primordial para comprender el rápido incremento de población atendida y la mayor presencia en Servicios Sociales. El caso de los ecuatorianos explica claramente este fenómeno. El sistema de servicios sociales tiene como su principal objeto la intervención reparadora o asistencial de las familias con menores a su cargo. En muchos casos la inmigración ecuatoriana es junto con la colombiana una inmigración que en un breve espacio de tiempo tiende a reagrupar todo el grupo familiar, a diferencia de otros colectivos nacionales como marroquies o argelinos o incluso rumanos, cuyo reagrupamiento familiar  es más lento. Esta inmigración familiar genera, sobre todo por la presencia de menores, una mayor demanda de prestaciones y una creciente asistencia a los ESB y los CMSS.

2.2.- LOS INMIGRANTES USUARIOS DE SERVICIOS SOCIALES 

Una cuestión de particular relevancia es el tipo de inmigración usuaria de Servicios Sociales. En esta investigación se han destacado tres factores: la situación documental, la nacionalidad o procedencia de origen y el género de la persona o personas demandantes. En el cuadro siguiente se sintetizan los datos más relevantes.

	                              INMIGRANTES USUARIOS DE SERVICIOS SOCIALES 
	 

	 
	 Valencia
	Gandia
	Sagunt
	Torrent
	Benicassim
	Onda
	Vila-real

	perfil padron habitantes
	Ecuador

(9.795)

Colombia

(6.384)

Marruecos

(1.716)

China

(1.677)
	Ecuador 

(730)

Colombia

(697)

Magreb

(531)

Paises ex URSS (424)
	Colombia    Ucrania      Brasil
	magreb (637)   Colombia (339)  

Ecuador (245)   Rumania (229)   
	Rumania           Colombia Marruecos
	Rumania (347)   Marruecos (239)    Colombia (111)
	Marruecos (585)     Rumania (419)     Colombia (263)    

	nacionalidad usuarios
	Ecuador

Colombia

Países Este
	Colombia

Ecuador

Países Este
	Colombia     Rumania
	Magreb     Colombia       Ecuador
	Rumania           Colombia
	Rumania       Colombia         Ecuador       Países Este
	Marruecos     Rumania      Colombia     

	preeminencia genero
	H/M
	H/M

Indistinto
	H (64%) M (36%)
	H/M indistinto
	Mujeres       pareja
	Hombres
	Hombres

	situacion administrativa
	Indocumentado
	Incomenta-do
	Indocumen-tado
	indocumentado
	Indocumen-tados
	documentados/ indocumentados
	Indocumen-tados

	tiempo de estancia
	Recien llegados

indistinto
	indistinto
	indistinto
	indistinto
	indistinto
	indistinto
	indistinto


Fuente: Padrones municipales a enero de 2002. Elaboración propia.

Respecto a la situación documental, como se ha señalado anteriormente, desde el debate sobre la Ley 4/2000 y los dos procesos de regularización realizados, es habitual la presencia de indocumentados en Servicios Sociales lo que constituye, sin duda, un factor de “normalización”. En estos años se ha dado una evolución desde un usuario documentado a otro básicamente indocumentado. Algunas de las razones que explican esta evolución ya se han comentado (cambio de la normativa, trato administrativo más inclusivo, mayor presencia de familias y menores, ect.). Además, en muchos casos, los inmigrantes documentados con un tiempo de estancia ya han generado derecho a prestaciones contributivas (de la Seguridad Social y del INEM). Por el contrario, muchos de los usuarios actuales de Servicios Sociales son recién llegados. Más en concreto, en la actualidad, la mayoría de inmigrantes usuarios de Servicios Sociales en Valencia, Gandia, Sagunt, Benicassim, etc. son indocumentados. Este hecho consolida la tendencia a la normalización del trato y de acceso a los recursos públicos de los servicios sociales, de forma que se han disuelto progresivamente el miedo y la prevención hacia el sistema de servicios sociales. Se ha dejado en suma de sentir los servicios sociales como agente de control administrativo a visualizarse como un recurso abierto a todos, con independencia de su situación administrativa.

Respecto a la nacionalidad de procedencia se dan diferentes situaciones. En términos generales, los colectivos más numerosos son los que tienen una mayor presencia en los CMSS y los ESB. Así, en Valencia ciudad, son los ecuatorianos y colombianos los colectivos más representados como usuarios de Servicios Sociales. Lo mismo podríamos decir en el caso de Gandia y Sagunt  y en menor medida en las demás ciudades objeto de este estudio. Junto a los latinoamericanos, hay que señalar la presencia de rumanos especialmente en los municipios de la provincia de Castellón: en Benicassim, Onda y Vila-real, aunque también en Sagunt,  y en general de europeos del Este. 

Sin embargo, lo relevante no es la presencia mayoritaria de estos colectivos, lógica de acuerdo con su número, sino la clara subrepresentación de marroquíes, argelinos, senegaleses y chinos en los CMSS y los ESB. Entresacamos un comentario, entre otros similares, que reflejan esta realidad:

“Los colectivos que más pasan son los de América Latina..., fundamentalmente ecuatorianos, colombianos. Es verdad que también en esta zona, aunque no es relevante, sí que vienen gente de países del este. Así como los magrebís y subsaharianos son prácticamente irrelevantes, desde luego, los de países del Este vale la pena que se tengan en cuenta. Aunque no es el colectivo mayoritario, ni mucho menos. (CMSS C– 1-1)

“(los marroquíes) empiezan a venir ahora. Pero los que nos han venido aquí (al CMSS), son personas que tienen regularización, que llevan muchos años en España y ahora es cuando solicitan ayuda de los servicios sociales” (CMSS C – 3-3).
En la ciudad de Valencia, los marroquíes constituyen la tercera nacionalidad por número de empadronados y uno de los colectivos con más años de presencia en la ciudad (hay marroquíes asentados desde el principio de la década de los 90). En muchos casos, se trata de personas con años de residencia, con un numero creciente de familias y menores. Algo similar podríamos decir en referencia a Onda, Burriana o Vila- Real y en general en otras poblaciones de nuestra comunidad. Sin embargo,  y a excepción de los municipios de Torrent y Vila-real. Su presencia en los Servicios Sociales está claramente por debajo, tanto de su numero global como del grado de asentamiento conseguido por parte del colectivo. Por el contrario, la inmigración ecuatoriana que en términos generales es muy reciente y en muchos casos todavía por documentar, se ha “normalizado” rápidamente como usuaria de Servicios Sociales. Más todavía, en muchos casos, los ecuatorianos y ecuatorianas han incorporado la visita a los CMSS o el ESB como un elemento más de su itinerario de inserción. 

En el caso de Valencia, la subrepresentación de los marroquíes se comentó con las trabajadoras sociales y con varios informantes claves magrebis
. Éstos últimos reconocían esta subrepresentación de los marroquíes y argelinos. Las diversas razones que se apuntaron las podemos agrupar en tres apartados.

El primero, hace referencia al tipo de inmigración. En términos generales, y en comparación con los ecuatorianos, la inmigración procedente del norte de África es predominantemente masculina, con una menor presencia de mujeres y menores (que constituyen, por razones obvias, “demandantes” natos de los subsistemas de bienestar: sanidad, educación y servicios sociales). Por otro lado, cuando los marroquíes o argelinos reagrupan a su familia o se casan suelen disponer de una situación económica aceptable.

Otro tipo de razones hace referencia a la cultura. “No es nuestra costumbre” han respondido los informantes magrebíes ante la pregunta, directa, sobre la escasa presencia en los CMSS. Con diferentes formulaciones se viene a plantear que, en Marruecos y Argelia, las necesidades sociales y las dificultades económicas se resuelven mejor o peor en la familia extensa y en la red social propia que forman familiares, vecinos y amigos, o acudiendo a la mezquita o a una organización socio-religiosa. No se acude a la Administración porque, además de lo dicho, la red de asistencia social pública es inexistente.
 

A la falta de costumbre y al desconocimiento sobre Servicios Sociales hay que añadir, en tercer lugar, la existencia de disfunciones o malentendidos respecto al procedimiento burocrático-administrativo de nuestros Servicios Sociales. Por ejemplo, vivir de forma personalizada o en algún caso como desconfianza, los requerimientos sobre nivel de ingresos, ocupación u otros extremos que constituyen trámites elementales necesarios para cualquier expediente de ayudas. 

Además se puede apuntar concretamente un problema cultural o disfunción por causa de género. En la sociedad marroquí, la mujer esta generalmente ceñida al ámbito doméstico, con muy poca representación en el ámbito laboral y menos en el administrativo del estado. Las relaciones administrativas son atribuidas en términos generales a los hombres. Por otro lado, en nuestro país la composición femenina de la administración de Servicios Sociales es abrumadora. Hay que considerar, además, que el contacto entre usuario y profesional de servicios sociales tiene una base de relación personal de cierta dependencia jerárquica (el poder lo detenta la profesional que es quien concede o no determinada demanda). Se genera así una situación en que se plantea, o se puede plantear, un conflicto o una relación negativa para las dos partes: el inmigrante personaliza negativamente la relación de poder en orden a su universo cultural; el profesional personaliza negativamente la relación en base a una supuesta falta de respeto profesional y a los parámetros de su propio universo cultural. 

Esta subrepresentación de determinados colectivos, de acuerdo con su número, que se constata en Valencia, se repite también en las poblaciones de Gandia  y Onda en el caso de ciudadanos marroquíes. En Sagunt, son los oriundos de países del este de Europa los que no se corresponden con su número real en el padrón.

No se trata de extraer conclusiones apresuradas, sean en sentido positivo o negativo, de esta diferente presencia en Servicios Sociales según la procedencia de origen. Sin embargo, hay que constatar que se da una diferenciación clara en materia de accesibilidad, cuestión que se retoma posteriormente. Por otro lado, para valorar este hecho, cabría comparar este diferente acceso y presencia en Servicios Sociales con otros subsistemas de bienestar (como sanidad y educación). 

Cabria preguntarse por las razones de esta diferenciación según los distintos colectivos. Ni el tiempo de estancia en nuestro país ni la situación documental constituyen los factores determinantes de la presencia en los Servicios Sociales, como muestra el caso de los ecuatorianos, que constituyen la inmigración más reciente y con una alta proporción de indocumentados y, al mismo tiempo, la de mayor presencia en los CMSS y ESB

El distinto idioma, y las dificultades añadidas que ello provoca, constituye sin duda un obstáculo de importancia. Esto parece particularmente perceptible para los procedentes de países de Europa del Este 
. Sin embargo, este factor no debería afectar a los marroquíes y chinos residentes en nuestro país desde hace años, a los que podemos suponer un cierto conocimiento del castellano.

Por tanto, parece que la procedencia, la cultura de origen y el tipo de inserción y sociabilidad de cada colectivo son los factores discriminantes de mayor importancia. En el caso de los marroquíes se recurre, en mucha mayor proporción, a las propias redes sociales que a los recursos de la Administración. Los senegaleses, por su parte, intentan resolver sus problemas –mejor o peor, es otra cuestión— en su trama de relaciones nucleadas alrededor de pisos compartidos con un funcionamiento de tipo comunitario y relativamente solidario. Los chinos, otro colectivo que tampoco aparece por los CMSS y los ESB, centran su sociabilidad en el grupo familiar amplio, económicamente autosuficiente sobre la base de uno o varios negocios. Es decir, el tipo de inserción que se realiza supone, entre otros factores, la recreación y la adaptación a la sociedad de recepción de la sociabilidad propia del país de origen. La trama de redes sociales de los marroquíes, el sistema comunitario y de economía informal de los senegaleses o el grupo familiar amplio de acuerdo con la cultura tradicional china, no incorporan en su marco de relaciones y de recursos el utilizar los Servicios Sociales.    

Por último, no parece que el grado de necesidad sea un factor determinante. En todos los colectivos se dan situaciones de personas o grupos familiares con dificultades sociales y en “situación de riesgo”. Por otro lado, las redes y relaciones de solidaridad intra-grupo aun siendo importantes y suponiendo una importante cantidad de recursos, no pueden dar satisfacción a todas las situaciones de necesidad social objetiva (de recursos económicos, de vivienda y trabajo). Lo que subraya, nuevamente, el factor decisivo de la cultura de origen y la sociabilidad que se recrea como estrategia de inserción.

Si atendemos al género de las personas inmigrantes que pasan por los CMSS y los ESB, encontramos una situación relativamente diversa. En unos casos, tanto en Centros de Valencia como en los ESB de Gandia y Torrent, los usuarios de Servicios Sociales son tanto hombres como mujeres o suele acudir como pareja (algo que contrasta con las costumbres de la población autóctona).

Estas mismas apreciaciones se repiten en otras poblaciones en que sin embargo no son latinoamericanos,  como es el caso de los rumanos en la provincia de Castellón.

En otros casos, se constata que acuden más las mujeres y que estas constituyen las interlocutoras privilegiadas del grupo familiar con los Servicios Sociales. Sin embargo, y a diferencia de los usuarios tradicionales de los ESB, acuden hombres solos, que no tienen familia o/y hombres que desarrollan la función de contacto con la administración (caso de los marroquíes y argelinos en algunos CMSS de Valencia y en Torrent) En ocasiones, la asistencia de hombres y mujeres esta relacionada con el motivo de la demanda. Así, suele dejarse en manos de las mujeres la petición de ayudas de carácter económico, mientras que los hombres plantean cuestiones relacionadas al trabajo o/ y las de índole jurídico que afectan a la familia.

Por último, las profesionales entrevistadas de los CMSS de Valencia y en el ESB de Requena destacan el número relativamente importante alto de hogares “monoparentales” entre la población ecuatoriana. En estos casos, obviamente, es el adulto de referencia --la madre— la que acude al CMSS 
.  

2.3.- LAS DEMANDAS REGISTRADAS EN SERVICIOS SOCIALES

Los inmigrantes que se presentan en Servicios Sociales suelen plantear, de forma habitual, una situación de falta de recursos económicos que se presenta como petición de ayuda económica. Esta demanda se modula de forma diferentes según se trate de personas recién llegadas o que ya residen algún tiempo en el país. En el primer caso, se suele tratar de una petición de ayuda económica inespecífica.

En general en todos los casos estudiados, cuando se trata de inmigrantes con un tiempo de residencia o bien “asesorados” por su red de familiares y amigos, la petición de ayuda económica se presenta más concreta.. Ya “conocen” los recursos y, por tanto, suelen concretar su demanda a aquello que, por propia experiencia o la de sus compatriotas, “saben” que entra en el marco de las prestaciones. Un comentario, entre otros, ilustra esta situación: 

 “Saben cuáles son los recursos que pueden encontrar aquí, que son la ayuda económica por manutención. A no ser que tengan alguna duda sobre la escolarización, normalmente (a los niños )ya los tienen escolarizados, vienen por el tema de la beca, y el tema de la Tarjeta de Asistencia Sanitaria ya la tienen en trámite. Así que, fundamentalmente vienen por el tema de emergencia por manutención” (CMSS-C 2-5)

En el caso de Valencia, la demanda más recurrente es la de una ayuda económica de emergencia (PEI). En muchos casos, de forma explícita o implícita, esta demanda se relaciona con deudas y/o necesidades de vivienda que, en la mayoría de casos, se trata de viviendas compartidas y/o subarriendos. Dado que en el Ayuntamiento de Valencia se solicita que el beneficiario de una ayuda de vivienda sea el titular del alquiler, requisito que en muchos casos no se cumple, se plantea un caso claro de inadecuación entre necesidades y prestaciones. Esta situación ha obligado, como veremos en el apartado de recursos, a modular “creativamente” las ayudas de emergencia.

A las demandas de ayudas de emergencia seguirían, por orden de importancia, las relacionadas con los menores como alimentación infantil, becas de comedor y ayudas de guardería
. En último lugar, se sitúan las demandas relacionadas con recursos específicos (como derivaciones a bancos de alimentos gestionados por Cruz Roja o alguna Cáritas parroquial o a “Odontólogos Solidarios”). En estos últimos casos, se trata de personas que conocen bien el sistema de Servicios Sociales y presentan una petición definida y concreta.

En el resto de las poblaciones contempladas en este trabajo, las demandas se ordenan de acuerdo con el siguiente cuadro:

	            DEMANDAS EXPLICITADAS EN SERVICIOS SOCIALES 2002
	

	Población
	GANDIA
	TORRENT
	SAGUNT
	BENICA-SSIM
	VILA-REAL
	ONDA

	tipologia demanda por orden de importancia
	Alimentac. infantil    Alquiler vivienda                  Becas comedor          Billetes retorno
	Alquiler vivienda    trabajo
	Guarderia            Becas  comedor    Alquiler vivienda
	Trabajo               Asesor jurídico    Alquiler vivienda     Alimentac.     Becas comedor
	Alquiler vivienda Becas comedor/ guardería
	Alquiler vivienda   Trabajo      Asesor jurídico


En términos generales la tipología de la demanda está relacionada con los recursos que los ESB han conformado como propios y con la posibilidad de contar con recursos externos, fundamentalmente ONG. Así frente a equipos que cuentan con mayores recursos externos, se presentan demandas de tipo exclusivamente económico, frente a otros ESB en que se desarrollan un conjunto de acciones que engloban cuestiones como bolsas de trabajo, de vivienda, dada la inexistencia de otros recursos que cumplan estas funciones.

Observamos que la principal demanda que  se plantea en los ESB de estos municipios esta relacionada con la  vivienda. En función de la disposición y posibilidades en algunos equipos se llego inicialmente a mediar entre los inmigrantes y el arrendatario, pero la presión a la que se encuentra sometida la vivienda es tal que actualmente los ESB dedican sus esfuerzos a la prestación de subvenciones para el pago de alquiler. Dado que el marco legal de las Prestaciones de Emergencia contempla la posibilidad de sufragar una parte del alquiler y que permite que cada ayuntamiento regule la  forma de acceso y prioridades, encontramos eso sí situaciones dispares. Si bien en unas poblaciones es posible solicitar la ayuda para alquiler aún sin que el contrato figure a nombre del solicitante o a sabiendas que conviven más de una familia (casos de Torrent, Gandia y  Sagunt) en otros sólo se concede cuando el solicitante cuenta con contrato de alquiler (Onda, Vila-Real, Benicassim). Todos ellos son conscientes de las progresivas dificultades para encontrar vivienda y contemplan o empiezan a hacerlo la posibilidad de subvencionar la vivienda con independencia del número de personas que viven, evitando por tanto que una vivienda pueda recibir más de una ayuda por este concepto.

En segundo lugar, encontramos como motivo de demanda los relacionados con los menores: becas de guardería, alimentación infantil,  becas de comedor. Se trata en su mayoría de demandas específicas y bien conocidas. En los casos de demanda de becas de comedor y guardería y dependiendo de la población (no todas cuentan con ayudas de guardería) se presenta una demanda que además se repite anualmente, configurándose como un espacio de derecho y dando lugar en muchos casos a situaciones de competencia por recursos escasos, cuestión que trataremos más adelante.

Las demandas verbalizadas ante los CMSS y los ESB suelen ser un buen indicador de las necesidades sociales más importantes, aunque cabria introducir varios matices. Como hemos visto, en particular para la población inmigrante con más tiempo de residencia, la oferta modula la demanda. Es decir, los inmigrantes ya saben que recursos y prestaciones dispone el sistema y su demanda verbalizada suele adaptarse a ese marco. O bien, no se plantean necesidades reales o bien estas se presentan “readaptadas”. Es el caso, por ejemplo, de las deudas contraídas para realizar el viaje migratorio. Como saben que no existe un concepto que contemple este problema no se plantea o bien se engloba dentro del concepto genérico de “falta de recursos económicos”. 

Aparte de otros problemas que abordaremos posteriormente, como los límites presupuestarios y sus consecuencias, existen dos tipos de necesidades y demandas que encuentran difícil acomodo en el marco de prestaciones actual. 

La primera hace referencia a la vivienda, que constituye un aspecto básico en la inserción social de los inmigrantes. Ámbito privilegiado de les relaciones personales y familiares y hace posible la intimidad, la vivienda constituye la base material para el desarrollo de relaciones vecinales y el acceso a una serie de servicios (escuela, centro de salud,etc ). La vivienda es un bien básico sin el cual no es posible cumplir con un conjunto de aspectos individuales y sociales mediante los que se convive “normalizadamente” en nuestra sociedad. 

Como se sabe, en el caso de los inmigrantes, el primer alojamiento es compartido con familiares y/o compatriotas. En comparación a la media de la población autóctona, entre la población inmigrante se dan situaciones claras de hacinamiento
, ya que la vivienda aun tratándose de una necesidad básica es, al mismo tiempo, un bien caro. Esta muy extendido, igualmente, el sistema de alquiler de habitaciones –el subarriendo-- en diferentes modalidades con distintas consecuencias sociales 
.

Si la vivienda es la principal necesidad planteada como demanda por los usuarios inmigrantes, la respuesta excede enormemente las escasas posibilidades del sistema de Servicios Sociales ( en el las ayudas contempladas por vivienda son: ayudas por PEI, ayudas específicas
, o a través de vivienda protegida del IVVSA). La problemática de vivienda de los inmigrantes se inscribe en un problemática más general que afecta a la situación de la vivienda en nuestro país, en el marco del cual debe ser planteado. En España, a diferencia de otros países europeos, no se puede hablar de una política social de vivienda ya que ésta se ha dejado, casi en exclusiva, al sector privado. De hecho, la construcción de vivienda social, dirigida a los sectores con menores recursos económicos y a la que, por su situación, podrían optar los inmigrantes, se ha reducido al mínimo. Nos encontramos así ante un  problema que es cada vez más acuciante y de consecuencias sociales (marginación, generación de tensiones vecinales, etc) imprevisibles
.

Por último otra demanda insatisfecha esta relacionada con el pago de transporte para retorno al país de origen  bien con carácter definitivo, bien para completar documentación por reagrupación familiar o para traer familiares. Su alto coste hace imposible exceptuando algunos casos (por ejemplo el retorno definitivo) su concesión, aunque algunos ayuntamientos dispongan a través de otros conceptos cantidades que sufraguen una parte del gasto total. 

2.4.- LOS RECURSOS APLICADOS DESDE EL SISTEMA DE SERVICIOS SOCIALES

El modelo actual de intervención social con inmigrantes se caracteriza, al igual que la intervención en otros sectores, por la convivencia de diferentes agentes, Administración pública y organizaciones sociales o Tercer Sector, con una división de funciones y, al mismo tiempo, una profunda interrelación funcional
. En el caso que nos ocupa, entre los primeros, de titularidad pública, hay que señalar los ESB de Ayuntamientos, Mancomunidades u otros organismos locales, Centros de Acogida ESB de Ayuntamientos, Mancomunidades u otros organismos locales, Centros de Acogida e Interculturales. Respecto a la iniciativa social, cabría distinguir entre las organizaciones que tradicionalmente han desarrollado un trabajo con los más necesitados y que constituyen propiamente una red autónoma (casos de Cáritas o Cruz Roja en menor medida) y las entidades de creación más reciente, con fines más concretos y específicamente dirigidos a la población inmigrante (Médicos del Mundo, Valencia y Alicante Acoge).

Este sistema complejo que se plasma en la atención social a los inmigrantes ha seguido unas pautas de organización y delimitación del trabajo diferente a otros sectores poblacionales, en los que a veces es la administración pública,  a veces las ONG, las únicas prestatarias de servicios. Así, en el caso de los inmigrantes, este sistema mixto ha ido  delimitando las tareas a realizar por cada agente en función de los cambios legislativos, de las posibilidades de contar con más o menos recursos, de la diferente percepción social y de la presión que han ejercido determinados colectivos y organizaciones en la protección de determinados derechos.

Por tanto, a la hora de hablar de recursos aplicados hacemos la distinción entre recursos propios, de los agentes que conforman el sistema público de Servicios Sociales, y recursos externos, de las ONG.

Respecto a los recursos propios, entre todas las poblaciones estudiadas lo más habitual es la aplicación de una ayuda económica de emergencia (PEI) para paliar las necesidades básicas de subsistencia. Básicamente, dichas ayudas se orientan en la práctica a garantizar gastos elementales, como alimentación y vivienda.

Como ya hemos comentado, las necesidades en relación con la vivienda es uno de los problemas centrales planteados por los inmigrantes ante los CMSS y los ESB. Aunque en principio las PEI no contemplan la problemática específica residencial de los inmigrantes, dado el problema social que supone y la presión de la demanda, los diferentes Ayuntamientos han tendido a flexibilizar esos criterios 
. Se genera así un espacio en el que la ayuda de emergencia se modula de acuerdo con la necesidad percibida por las profesionales o los criterios establecidos por los diversos Ayuntamientos.

Esta situación nos sugiere dos reflexiones. En primer lugar, como ya hemos señalado, la falta de adecuación entre el marco de prestaciones y las necesidades concretas y específicas de los inmigrantes. En segundo lugar, dada la gravedad de la problemática social de que se trata, a esta falta de adecuación se responde “flexibilizando” la prestación, lo que es sin duda positivo. En términos generales, se procura que dicha ayuda no consolide las situaciones de subarriendo aunque este aspecto es de muy difícil determinación
. 

Después de las ayudas de emergencia, los recursos más aplicados son los destinados a menores, tales como alimentación infantil, ayudas para guarderías (cheques escolares u otras) y becas de comedor. Una parte de estas ayudas, las dirigidas a preescolar,  dependen del presupuesto de los propios Ayuntamientos lo que genera la situación paradójica de que, dependiendo donde se resida, los menores inmigrantes como los autóctonos en situación de necesidad social, pueden tener un marco de prestaciones más amplio o reducido.

Un recurso escasamente aplicado es la Prestación Económica Reglada (PER). Se trata de un recurso de inserción socio-laboral que, además de establecer un itinerario de formación y socio-educativo, garantiza unos mínimos ingresos al núcleo familiar exigiendo una serie de contraprestaciones. Dado el carácter de esta prestación y su temporalidad, seis meses renovables hasta un máximo de tres años, es la que permite una intervención profesional más continuada y una relación más intensa con el usuario inmigrante. Al respecto de las PER, cabe hacer varias constataciones de interés.

En primer lugar, la PER es un recurso desconocido por la población inmigrante y que, por tanto, no lo demandan. Cuando se han dado casos de PER para inmigrantes ha sido por iniciativa de las profesionales que lo han planteado al inmigrante que cumplía los requisitos.

Por otro lado, así como los inmigrantes tienden a vivir como derechos determinadas prestaciones, en particular las aplicadas a los menores, no extienden ese carácter a la PER. Mas todavía, manifiestan su sorpresa ante un recurso de estas características
.

Hay que constatar, por último, que la PER se trata de un recurso poco aplicado. Si se han hecho PER a inmigrantes indocumentados en algunos CMSS de Valencia y en Requena y Gandia, pero no en Torrent, Benicassim, ni Sagunt. La PER es un recurso caro y sobre el que se han dado dudas respecto a su aplicación a inmigrantes indocumentados, aunque cumplan los requisitos administrativos. Sin embargo la escasa experiencia de que se dispone es muy positiva, tanto por el trabajo con esas familias como por el éxito de inserción socio-laboral conseguido
.

Hasta ahora, hemos hecho referencia a los recursos propios del sistema de Servicios Sociales. Sin embargo, una buena parte de la intervención social con inmigrantes se realiza desde las ONG. Se tratan, pues, de recursos externos, aunque en la inmensa mayoría sustentados con fondos públicos,  prestados mediante subcontratación u otras figuras (convenio; subvención, etc). En estos últimos casos, la responsabilidad pública no se ha obviado sino que, teóricamente, únicamente se ha traspasado su gestión a las ONG. En lo que aquí nos interesa destacaremos los aspectos complementarios con Servicios Sociales, las derivaciones y las relaciones establecidas entre los profesionales de los CMSS y los ESB y los de las ONG.

En términos generales, se derivan a los servicios específicos de las ONG todas las cuestiones referidas a la situación documental y normativa de los inmigrantes. En la ciudad de Valencia, para temas jurídicos, la organización de referencia para los CMSS es Cruz Roja aunque otras entidades también prestan atención y asesoramiento jurídico
. En otras poblaciones y a excepción de municipios como Paterna y Onda donde se presta el servicio directamente por la administración local,  la atención y asesoramiento jurídico es una labor que desarrollan las ONG, aunque varíe el modelo y la entidad de referencia. Así la prestación de este servicio varía desde la figura de contratación externa a una entidad en exclusiva (caso de Sagunt con Cruz Roja; o de Torrent con el Centre Intercultural de la Mancomunitat de l’Horta Sud) que implica cierto rasgo de responsabilidad pública,  a la dejación de esta prestación en una o varias ONG, sin ninguna corresponsabilidad de la administración (casos de Vila- real, Gandia, o Benicassim) y por tanto con escasa coordinación informativa o de procesos de intervención.

Además de las cuestiones jurídicas, se suelen derivar a las ONG para los temas de alimentación, ropa, clases de castellano, etc. En el caso de Valencia se da una  complementariedad entre unos recursos y otros. No es infrecuente que, ante los problemas presupuestarios de los CMSS, las ayudas para vivienda o para alimentación se completen con prestaciones de Cáritas parroquiales o de entidades que gestionan bancos de alimentos, además de Cruz Roja. Igualmente, se derivan a las ONG todas las acciones referentes a gestión de bolsas de trabajo, cursos de formación laboral, etc. Por último, existen en Valencia una serie de recursos muy específicos, como Odontólogos Solidarios, en el que el papel de los CMSS –respecto a los inmigrantes como a la población autóctona—es simplemente de derivación. Respecto a la coordinación entre los profesionales de los CMSS y las ONG está es muy variada, dependiendo de muchos factores. En términos generales, según la percepción de las profesionales, parece ser que han mejorado los procedimientos de coordinación y de un mínimo de seguimiento conjunto de familias inmigrantes objeto de atención.

Un claro indicador de la utilización de los recursos de servicios sociales y de la presión que estos pueden estar ejerciendo sobre los recursos es el índice de aprobación de ayudas por parte de los diferentes ayuntamientos con relación al total de las ayudas aprobadas. A modo aproximativo podemos decir
: 

	PORCENTAJE AYUDAS CONCEDIDAS A INMIGRANTES

SOBRE TOTAL  DE AYUDAS

	Población
	GANDIA
	SAGUNT
	TORRENT
	ONDA
	VILA-REAL
	BENICA-SSIM

	% sobre

total
	15-20 %
	sin datos
	sin datos
	60 %
	30 %
	50 %


2.5.- EL PERFIL DE LOS INMIGRANTES COMO USUARIOS DE SERVICIOS SOCIALES. 

Según el estereotipo negativo, el inmigrante viene –entre otros motivos— a beneficiarse de “nuestro” Estado de Bienestar. En referencia a Servicios Sociales, este tipo de afirmaciones tiende a construir la imagen de un inmigrante que solicita todo tipo de ayudas y tiende a consolidarse en una situación de “asistido”. En otras palabras, ha hacerse un usuario dependiente del sistema público de ayudas. Este estereotipo no coincide con la realidad.

De acuerdo con la percepción de las profesionales, reiterada en todas las entrevistas, el perfil de los inmigrantes usuarios de Servicios Sociales se diferencia de forma clara del público usuario autóctono, en particular respecto al sector “cronificado”, en su marginalidad o precariedad, sin capacidad de modificar su situación y por tanto con un alto grado de “dependencia” de las prestaciones y recursos de Servicios Sociales. Esta diferencia se establece en base a tres criterios.

En primer lugar, los inmigrantes no suelen presentar un cuadro de multiproblematicidad propio de trayectorias familiares y/o personales marginales. En muchos casos, se trata de personas que han tenido una inserción normalizada, laboral y social, en su país de origen y que emigran por la situación de crisis económica, falta de perspectiva o deseo de mejora. La problemática que plantean es de tipo económico, muy vinculada a los primeros momentos del proceso de inserción aquí.

Por otro lado se subraya su buena “disposición” hacia las indicaciones de las profesionales, el cumplimiento puntual de las diversas demandas que se les realizan (a nivel documental, de citas y visitas domiciliarias), así como el “esfuerzo” que realizan y su motivación para trabajar. Una profesional lo verbalizaba así, acentuando el contraste con el público autóctono.

“Es gente que sale para adelante. Que necesita un empujón, pero... que  sale para adelante. No trae una historia de marginalidad. Es gente pobre, gente humilde, pero además, ¡gente con una motivación para el empleo! ...Ya quisiéramos que nuestra población (autóctona) de PER u otros colectivos, demostraran esa motivación para el empleo, como la que han demostrado ellos”. (CMSS-C 1-7)

Por último, como conclusión, se destaca que no responden al tipo de usuario “dependiente” de Servicios Sociales, con una problemática cronificada, que suele ser frecuente entre los usuarios autóctonos. En muchos casos, tras la primera ayuda las personas inmigrantes no pasan por el CMSS o el ESB salvo para solicitar las ayudas anuales para menores (becas de comedor o cheques escolares para guardería). 

Esta percepción positiva de las profesionales de Servicios Sociales no debería resultar extraño. Realizar el viaje migratorio ya supone, por sí, un nivel de iniciativa y esfuerzo importante. Las personas inmigrantes suelen ser gente emprendedora que, ante la falta de oportunidades y perspectiva en su país de origen, realiza un cambio que sabe difícil y que requerirá buenas dosis de trabajo y sacrificio. Dicho de otra forma, los migrantes internacionales suelen ser personas autónomas que, con independencia del mayor o menor éxito de su proceso de inserción personal aquí, tienen buenas dosis de empeño, decisión y energía. 

Junto al perfil de persona tenaz y trabajadora, las profesionales de Servicios Sociales destacan la actitud positiva y su rápida adaptación al funcionamiento del sistema: gestión y entrega de la documentación requerida, sistema de cita previa, actitud respetuosa en los Centros y con las profesionales, etc.

3.- ALGUNOS INDICADORES DE INTEGRACIÓN EN SERVICIOS SOCIALES.

En este apartado, se trata de contrastar los principios de intervención de Servicios Sociales con la realidad de los inmigrantes usuarios que hemos constatado y, de dicho contraste, deducir unos indicadores de integración en Servicios Sociales. Los indicadores de integración que se plantean, o formulado en negativo, los obstáculos y problemas que se constatan, constituyen una primera aproximación que será necesario desarrollar y concretar. 

3. 1.-  SERVICIOS SOCIALES, INMIGRACIÓN E INTEGRACIÓN 

Los Servicios Sociales constituyen un sistema público que tiene como objetivo la prevención, el tratamiento y la eliminación de las causas que generan situaciones de marginación y desigualdad social, con sus correlatos de diversas situaciones de exclusión. Se apunta, pues, al horizonte de una sociedad cohesionada, con unos mínimos de bienestar compartidos, que haga posible el pleno desarrollo de las personas y grupos. De acuerdo con este objetivo general, tanto las diferentes leyes autonómicas de Servicios Sociales como los diversos autores, establecen una serie de principios y/o criterios generales de intervención. Sin animo de ser exhaustivos y por su relevancia respecto a la inmigración, destacamos algunos de ellos. 

Cabría citar, en primer lugar, el principio de normalización, es decir los Servicios Sociales como propio de cualquier ciudadano en situación de necesidad o riesgo social. Principio ligado al de universalidad: los Servicios Sociales como sistema dirigido a todos aquellos que lo necesitan, sin otro criterio discriminante. Ambos dos criterios se conjugan con el tipo de intervención a desarrollar. Una intervención integral ya que la realidad social sobre la que se actúa es compleja y multidimensional, una intervención que se adecue a las diversas situaciones concretas y que pretende tener un carácter preventivo, antes que paliativo.   

¿Cuál debe ser el objetivo de la intervención con inmigrantes desde los Servicios Sociales?. La respuesta es, de forma unánime, la integración. La integración social de los inmigrantes constituye el objetivo proclamado y el criterio evaluativo de la inter-vención desde Servicios Sociales, como desde otros subsistemas de Estado de Bienestar (sanidad, educación, etc.). 

Por un lado, la integración constituye uno de los tres ejes básicos de la política de inmigración española, junto con el control de flujos y la ayuda al desarrollo 
. Este papel de principio rector otorgado a la integración se reforzó con la aprobación, en 1994, del Plan de Integración y se ha reiterado, en 2001, con el Plan GRECO 
. Por su parte, para el Trabajo Social la integración constituye el objetivo, guía y criterio de evaluación, de la intervención con respecto a las personas y grupos y colectivos en situación de precariedad y riesgo social. Hoy, buena parte de los colectivos de inmigrantes constituyen uno de esos grupos y ayudar a su integración social uno de los retos actuales del Trabajo Social. 

Dado que existen diversas concepciones de integración, cabe preguntarnos: ¿de qué integración estamos hablando?. Además, el tipo de intervención social que se realice y/o que se considera adecuada desde Servicios Sociales dependerá, entre otros factores, de la concepción de integración que se sustente. 

Siguiendo a Giménez (1996), De Lucas (1998, 2001) y  Delgado (1998) entre otros,  entenderemos por integración el proceso de incorporación de los inmigrantes a la sociedad española en igualdad de condiciones, derechos y deberes, con los nacionales, mediante el cual puedan llegar a ser participantes activos de la sociedad de acogida, conformando también la vida social, económica y cultural, sin que se les imponga el precio de la renuncia a su cultura de origen.  

Ésta es una propuesta más normativa que descriptiva. Hoy, por desgracia, la inserción social de los inmigrantes no se realiza según este concepto de integración, que supone –de forma implícita—  la afirmación de una serie de creencias acerca de que relaciones son deseables entre sociedad receptora e inmigrantes y a partir de que valores deben éstas regirse: los valores de igualdad, participación e interculturalidad. Veámoslo más en detalle, destacando tres notas de esta definición. 

La primera nota, la igualdad de derechos y obligaciones, constituye uno de los aspectos más señalados por todos los autores. Sin embargo, segunda nota, el trato igual a los nacionales no debe implicar, obligatoriamente, la asimilación cultural de las personas inmigrantes. La aculturación no puede ser un precio a pagar, o a exigir, por la igualdad de trato. Por tanto, esta idea de integración implica el respeto y cierto derecho a la

diferencia, que se considera legitima. Nos referimos a cierto derecho a la diferencia para delimitar esta propuesta del relativismo absoluto
 que no compartimos.

En tercer lugar, esta concepción de integración pone el acento en la interacción. No aspira a una sociedad de grupos étnicos, más o menos cerrados, cada uno en su nicho socio-cultural, y cuyos miembros interaccionan básicamente en el mercado. Se apunta a la continuidad recreada de cada cultura y amplios espacios de cultura común, nacidos de la interrelación y el mestizaje.

Otro aspecto a destacar, por sus implicaciones en el tema que nos ocupa, es el carácter de proceso multidimensional de la integración. Apuntaremos aquí, de forma sucinta, algunas de estas dimensiones. En primer lugar, la dimensión normativa, es decir el estatus legal y la relación con la ciudadanía de los inmigrantes. Otra dimensión básica es la socio-económica, la consecución de un trabajo que permita la autosuficiencia económica y unas condiciones de vida “dignas”, de acuerdo con los estándares de la sociedad de recepción. La integración dependerá, también, de los contextos sociales generados por el tipo de inserción socio-espacial, la vivienda y ubicación de ésta, las relaciones vecinales que se establecen, la presencia de los inmigrantes en los servicios públicos (sanidad, enseñanza y servicios sociales) y la interacción en los espacios públicos. Podemos apuntar otra dimensión, constituida por los recursos de sociabilidad, particularmente las redes sociales. Destacaremos, por último, la importancia de la dimensión socio-cultural e identitaria es decir el conjunto de representaciones sociales, valores y símbolos, con el que nos reconocemos nosotros y “vemos” a los inmigrantes y que orienta nuestra acción.  

Entre estas diferentes dimensiones se da una interrelación profunda. La inserción laboral depende, entre otros factores, de la situación documental pero también de la información y oportunidades que oferten las redes a las que se pertenece. A su vez, el trabajo no solo supone una fuente de ingresos sino la inserción en unas relaciones y prácticas socio-laborales concretas que tienen implicaciones para otras facetas del proceso de integración. Esta interrelación profunda entre dimensiones no supone un determinismo por parte de alguna de ellas, ni una prelación en el tiempo o en su importancia. Más bien, un proceso de integración es el resultado de la conjunción de tendencias favorables en las diferentes, o al menos, en la mayoría de dimensiones señaladas
.

Los inmigrantes extracomunitarios se han constituido, rápidamente, en un “nuevo sector” de intervención. En la actualidad, constituyen un número muy apreciable de los usuarios de los CMSS y ESB y plantean una problemática específica para la que, en muchos casos, ni el sistema de Servicios Sociales ni los profesionales están preparados.

Los y las inmigrantes extracomunitarias se insertan socialmente como “nuestros” pobres, al menos en su primer período de instalación en nuestro país. Sin embargo, y como hemos visto, la inmensa mayoría de inmigrantes no responde al perfil de usuario “cronificado” y “problemático” de Servicios Sociales. Son personas, en su mayoría, en precaria situación económica, con una inestable inserción laboral, en empleos eventuales, que habitan viviendas a menudo en penosas condiciones, en los sectores más degradados de los barrios. Todo ello conforma una situación de vulnerabilidad. En contra del tópico que nos presenta al inmigrante analfabeto, procedente de un ámbito rural, muchas de estas personas disponen de recursos (educación, habilidades sociales, etc.) y tienen una gran adaptabilidad. Su situación de vulnerabilidad está en función de otros elementos, además de la precariedad económica: la inseguridad de su situación jurídica, la precariedad de su estatus social, las barreras lingüísticas y culturales y la mengua de sus habilidades por el cambio de sociedad, o bien, dada su condición de extranjero, la debilidad de apoyos y redes de ayuda informales y formales (familia, amigos, asociaciones, etc.).

De acuerdo con esta situación, en coherencia con el concepto de integración aquí planteado, ¿cuál es o debe ser el papel de los Servicios Sociales?. Apuntaremos, en este apartados, una serie de aspectos generales. 

La intervención social con inmigrantes debe basarse en una concepción de la persona inmigrante como un conciudadano más, con los mismos derechos y deberes que la población autóctona, y supone, por tanto, la aplicación de los principios de universalidad y normalización de los Servicios Sociales. Además es lo coherente atendiendo a una idea de integración basada en los valores de igualdad, participación e interculturalidad.

Como colectivos en situación de vulnerabilidad, desde los Servicios Sociales se tendría que establecer actuaciones dirigidas a hacer realidad una incorporación de los inmigrantes a la nueva sociedad, en igualdad de oportunidades. Una intervención que debería modularse de acuerdo con las necesidades y/o carencias específicas que presentan y que sirviera de apoyo y trampolín, que facilite la integración de los nuevos conciudadanos, readapte sus recursos y habilidades, desarrolle sus potencialidades y les oriente hacia un mejor funcionamiento social 

De forma muy diversa, según la población que se trate, toda intervención profesional con inmigrantes y con cierto carácter integral implica una dimensión intercultural (entre profesional e inmigrantes, y a menudo, entre el triángulo profesional, inmigrantes, sociedad receptora). Esta dimensión intercultural implica comprender, ayudar, ajustar y transformar. Comprender las pautas y normas del usuario (no necesariamente aprobar o legitimar, sino entender para poder intervenir adecuadamente), ayudar a ajustar los aspectos culturales, facilitar el desarrollo de sus potencialidades, motivar su participación y darle instrumentos y recursos para su inserción.

Por último, cabe prevenirse contra una concepción que haga de la integración de los inmigrantes la tarea de los Servicios Sociales. Básicamente, porque tal concepción es errónea y contraproducente. Como hemos argumentado, la inserción social de los inmigrantes se trata de un proceso multidimensional donde intervienen, mejor o peor  es otro problema, el conjunto de subsistemas del Estados de Bienestar (educación, sanidad, entre otros). Más todavía, poco puede hacerse desde Servicios Sociales o, en todo caso, su acción será puramente paliativa, si la inmigración se regula con una ley sumamente restrictiva o si aumenta la jerarquización étnica del trabajo.

En segundo lugar, una identificación entre inmigración y Servicios Sociales tiende a proyectar sobre el colectivo inmigrante una imagen de “pobres dependientes” que como hemos visto no responde a la realidad y, por otro lado, tiende a connotar negativamente a los inmigrantes usuarios de Servicios Sociales.

Concebida la integración en los términos señalados, aparecen íntimamente relacionados como principios o criterios de actuación, las nociones de normalización, accesibilidad, participación o universalidad. Estas nociones no sólo permiten hacer operativos el objetivo último: la integración, sino que en ocasiones se constituyen como verdaderos objetivos autónomos o se configuran como valores mesurables a una evaluación

Prestamos nuestro interés sobre aquellas que consideramos de mayor importancia en el campo de la inmigración y los servicios sociales. 

3.2.- LA NORMALIZACION COMO CRITERIO DE INTERVENCIÓN E INDICADOR DE INTEGRACIÓN.
La normalización como criterio o principio de actuación en los servicios sociales, se entiende usualmente como noción opuesta a la de segregación, en el sentido en que este último concepto sustenta su acción en la construcción y prestación de recursos y servicios paralelos, orientados a atender exclusivamente a un colectivo o población que generalmente estaba excluida del sistema “normalizado” o general. Esta práctica, ligada a los tiempos de la beneficencia social y propios de un sistema graciable de derechos, tenía como objetivo último, no ya la integración sino la asimilación, de acuerdo a una concepción uniformizadora de una determinada normalidad, fuera de la cual todo era excluible y por tanto debía ser rechazado por el bien común y personal.

De otro lado, definida en positivo, entenderíamos por normalización, el proceso por el que una determinada política tiende a desplegar recursos, servicios y prestaciones, lo más cercanos al entorno próximo de los usuarios, y que toman en consideración, más los elementos comunes que existen entre personas, grupos o colectivos, que las diferencias o especificaciones que se dan entre estos. En el caso que nos ocupa, para construir el significado de normalización en una política de integración de los inmigrantes,  hemos de preguntarnos primeramente qué son más importantes: las características y necesidades particulares o específicas de estas personas o las necesidades y características comunes con respecto a otros usuarios de los servicios sociales.

El conocimiento de las características y necesidades de los/ las inmigrantes recogido en este estudio revela que son más los elementos comunes que los diferenciadores. Las necesidades demandadas que recogemos en el cuadro 2 son fundamentalmente las mismas que las de otras personas y colectivos vulnerables de nuestra sociedad: acceso a la vivienda, recursos de subsistencia temporales (alimentación, etc) y los menores. 

La única necesidad específica es la originada por su situación jurídica de legalidad provisional/ ilegalidad, consustancial a su condición de inmigrantes. Es en estos casos donde la necesidad de especialización y su especificidad  aconsejarían la constitución de un servicio o recurso especializado. De hecho un indicador fundamental de normalización y por ende de integración es la existencia de servicios que provean o posibiliten la  seguridad jurídico-administrativa de los inmigrantes.

En el terreno de las características de los/ las inmigrantes sí encontramos muchos rasgos específicos y diferenciadores, especialmente dos: la cultura y el idioma, e incluso profundizando más en ello y siguiendo lo expresado por muchos profesionales de los servicios sociales, podríamos hablar de unas pautas y una actitud diferente (de oportunidad) hacia el uso de estos servicios.

A partir de estas observaciones, podemos construir nuestra política de integración. Ahora bien, retomando la definición de normalización, podría deducirse por lógica, que la mejor  integración de las personas inmigrantes se dará en aquellos espacios en que los agentes institucionales dispongan medios para la atención de las personas inmigrantes en igualdad de acceso que los ciudadanos/as nacionales, evitando la creación de recursos paralelos destinados a ellos. Aplicando este indicador en los espacios locales estudiados, deberíamos encontrarnos por inferencia que a mayor tendencia a la especialización, debería corresponderse una peor integración o una política segregadora y, por el contrario, sin embargo nos encontraríamos a los inmigrantes mejor integrados donde no hubiera un recurso específico para la atención. Como siempre la realidad se encarga de matizar las simplificaciones o la lógica teorización de cualquier fenómeno. 

En la práctica totalidad de ESB y CMSS estudiados, la atención social (en su acepción más amplia) de los inmigrantes esta plenamente asumida por dichos equipos. Esta primera impresión de normalización deberá sin embargo someterse a dos matices de relevancia:

a) la normalización como criterio o indicador objetivo de actuación precisa de un acuerdo previo respecto de su concepción y lo que es más importante, de una planificación consciente que dote los medios necesarios para su aplicación.

b) respecto del principio de normalización en servicios sociales, no se debe olvidar que en último extremo este mismo espacio se encuentra tremendamente estigmatizado por la mayoría de la población como un espacio para excluidos. La cuestión deriva pues, en si se produce una normalización parcial o una doble exclusión: la de los recursos generalizados a toda la población y la del sistema público de servicios sociales.

De hecho observamos que en la mayoría de municipios la atención a los inmigrantes es competencia exclusiva de los servicios sociales, y en algunos de ellos y en función de la disponibilidad de recursos administrativos específicos a cada materia, se asumen competencias relativas a otros sectores de la administración:  educación (becas comedor, escolarización fuera de plazo, etc), a la sanidad (información y tramitación de Tarjeta Solidaria), al empleo (gestión de bolsas de empleo, doméstico sobre todo) y/o en algunos casos incluso la asistencia jurídica. Todo ello sirve para confirmar la falta de previsión de la administración en la gestión del fenómeno de la inmigración, además de que, como ya hemos señalado, corremos el peligro de que los inmigrantes se normalicen, y por tanto se integren, por la vía exclusiva de los servicios sociales y por tanto por la vía de “nuestros pobres”.

El mayor o menor uso de esta práctica descrita junto con la contextualización (el grado de servicios disponible en el municipio) se configura pues como un indicador mas de normalización de la población inmigrante, o dicho de una manera más compleja, la mayor participación directa de los inmigrantes en todos las dimensiones de la administración probaran el grado de normalización del fenómeno migratorio en nuestra comunidad.

En todo caso podemos constatar que en la atención a los/las inmigrantes, se plasman dos grandes modelos de atención que oscilan o/ combinan diferentes grados de especialización/ atención generalista, segregación/ normalización:

a) aquel que pone el acento en la especialización como criterio principal, obviando, consciente o inconscientemente en algunos momentos, la tendencia segregadora inherente a estos; y 

b) el que pone el acento formal en la efectividad de la normalización, disponiendo los recursos ya existentes para la atención de los inmigrantes sin adecuación de los medios necesarios.

Al mismo tiempo, al ser un fenómeno reciente, se están produciendo cambios en el modelo de gestión tal y como ejemplifican los casos de la Comunidad de Madrid y Ayuntamiento de Alicante, que centralizaban todos los aspectos de la atención a los inmigrantes en una sola entidad u organismo y que son ahora cuestionados por diferentes motivos (alejamiento de los cauces normalizados, utilización de criterios diferenciados, etc)

Cualquiera que sea el modo o modelo de actuación, todos ellos deben distinguirse de la normalización comprendida como una política de laisser faire que deja la atención de la inmigración en manos de los servicios sociales sin ningún fundamento o decisión consciente y meditada. La normalización no es tal si no es fruto de una planificación previa, que concretice los recursos y acciones dirigidas a esta población. A este respecto constatamos que la mayoría de los municipios no han tomado todavía conciencia de la magnitud del fenómeno y que siguen sujetos a una dinámica de urgencia.

Ahora bien, si la normalización nos permite  analizar el modo en que los inmigrantes son atendidos, necesitamos saber también el modo en qué acceden a dichos recursos, cuantificar los recursos destinados a hacer posible su atención, en suma a evaluar el grado de accesibilidad a los servicios sociales de la población inmigrante.

3.3.- LA ACCESIBILIDAD COMO CRITERIO DE INTEGRACIÓN

La accesibilidad como criterio de actuación hace referencia al modo en que la administración pública intenta garantizar y facilitar mediante políticas públicas el acceso a los servicios y recursos de la misma. 

Para el caso de la Comunidad Valenciana rige desde el año 1990 el Plan de Integración Social en la Comunidad Valenciana, regulado mediante Decreto 132/1990, que contempla la accesibilidad como programa de actuación y presentándose como un conjunto de medidas orientados a superar los déficits crónicos de determinados colectivos, afectando a diversas conselleries con el objetivo de facilitar el acceso a los recursos ordinarios de diversas administraciones: vivienda, sanidad, educación y trabajo. Quizás las medidas más conocidas sean la universalización de la asistencia sanitaria y la PER (Prestaciones Económicas Regladas). Este Plan diseñado para facilitar el acceso a colectivos cronificados no contempló la inmigración como uno de los colectivos susceptibles, aunque hoy en día sea uno de los que más aprovechan de esta regulación. Sin embargo para los/las  inmigrantes el criterio de accesibilidad presenta tres limitaciones importantes: 

· la consideración de legalidad o situación de ilegalidad supone un primer límite o freno en el acceso a los recursos de los servicios sociales

· las limitaciones presupuestarias y de recursos económicos dispuestos para la resolución de situaciones de necesidad.

· Las limitaciones derivadas de factores y pautas e comportamiento culturales.

Como ya hemos descrito detenidamente en el primer apartado del trabajo, un primer criterio de acceso a los servicios sociales es la situación administrativa del inmigrante: legal o indocumentado. Esta primera dicotomía se constituye en un primer obstáculo administrativo. Aunque los servicios sociales básicos están garantizados por la Ley 4/2000 las personas sin documentos fueron muy reacias a contactar con los ESB y CMSS y a realizar peticiones de ayuda. La posibilidad de empadronarse y el conocimiento de boca a boca de los servicios sociales han ido diluyendo ese primer obstáculo hasta el momento actual en el que podemos considerar que la situación administrativa no tiene una significación negativa en el acceso a los SS sino que incluso se va produciendo una significativo aumento de los inmigrantes no documentados sobre los legales (60% en Sagunt o Requena). Esto permitiría reflejar que los ESB y CMSS actúan como primer canal de integración y que una vez conseguido el permiso legal de trabajo y residencia, su presencia se va normalizando en otros ámbitos de la administración (INEM, Seguridad Social, etc)

Sin embargo y a medida que el fenómeno de la inmigración va haciéndose más presente, el principal obstáculo de acceso es el impuesto por las limitaciones presupuestarias. No hemos de olvidar que los inmigrantes son un colectivo muy vulnerable y que presenta un elevado número de carencias económicas y sociales, que aunque no se reflejen en las demandas explicitadas,  los acompañan en su itinerario de vida en este país. Dicho de otro modo, los inmigrantes pueden soportar la situación de necesidad objetiva en mejores condiciones que la población autóctona, acostumbrada a tener derecho a mayor grado de cobertura social. Pero esto no es óbice para que existan y se vayan expresando en mayor medida. Sin embargo los presupuestos dedicados a la cobertura de necesidades sociales básicas se han visto mermados año tras año y de forma más acusada en la PER
, que ha visto reducido en un 50% su presupuesto. Esta situación, que hasta el día de hoy ha sido tolerable por un entorno económico de crecimiento, esta empezando a dar signos de acusado debilitamiento lo que puede empezar a plantear, ya no tanto un problema de acceso de los inmigrantes, como un problema de competencia por recursos. Esta situación ya se manifiesta en las becas de comedor y de guardería, y es previsible que se vayan dando en el sector de servicios sociales si la situación económica empeorara y como ya ocurre, muchas de las situaciones de necesidad no fueran cubiertas por las prestaciones contributivas del INEM y Seguridad Social que también han estado sujetas a una reducción de situaciones protegibles. Si esto ocurriera se estaría alimentando uno de los mitos de la inmigración: la invasión.

Si bien estos dos factores limitadores son objetivos y fácilmente evaluables, los problemas de accesibilidad motivados por factores culturales, pautas de comportamiento, etc, presentan más dificultad a la hora de su análisis. En todo caso los datos cualitativos recogidos en este estudio, así como algunos datos numéricos presentados muestran como determinados colectivos de inmigrantes, y en concreto los de origen marroquí  y argelino, para las ciudades de Valencia, Gandía y Requena, o el de los  colombianos en el año 2001 para Sagunt, no se reflejaron en proporción a su número en las memorias de usuarios de los ESB y CMSS. Si bien son conocidos los problemas de origen cultural en la  accesibilidad de las mujeres en los Centros de Salud y en determinadas especialidades, en el caso de  los Servicios Sociales, se da la paradoja que en muchos casos, preguntados los profesionales, ellos mismos no lo percibían como una cuestión al menos relevante, en primera instancia.

Cuando hacemos referencia a los factores culturales hemos de ser conscientes de los dos mundos con que se manejan los inmigrantes, el de procedencia y el de destino, y que esa  transición es difícil y compleja. Los factores culturales hacen referencia al tipo de relación que  han vivido los extranjeros en sus países de origen, a los usos y costumbres públicos y privados que se transfieren a su nueva realidad. En suma a, debemos tener en cuenta la necesidad de modular la accesibilidad de los servicios sociales no sólo en función de parámetros objetivos: derechos y disponibilidad de recursos, sino de los factores que pueden incidir negativamente en la afirmación de tales derechos.

3.4.- OBSTÁCULOS, TENSIONES Y PERCEPCIONES

En esta ponencia hemos analizado algunos aspectos centrales del proceso de inserción de los inmigrantes en Servicios Sociales. Hemos comentado, también, como los principios o criterios de actuación centrales en Trabajo Social, como normalización y accesibilidad, pueden operar como indicadores de ese proceso de inserción. Un proceso de inserción como usuarios de Servicios Sociales que, en términos generales, hay que calificar como positivo y tranquilo. Sin embargo, ese proceso está en sus periodos iniciales, está “haciéndose” en estos momentos.

Además de aspectos específicos ya señalados, concluiremos este texto señalando  algunos de los obstáculos más importantes a los que se enfrentan este proceso de inserción.

Un primer obstáculo es la falta de planificación. Cabría recordar una obviedad: no hay normalización, ni universalidad, ni adecuada intervención, sin planificación. Sin embargo, el Plan de Integración de los Inmigrantes de la Comunidad Valenciana continua pendiente. No existe, por otra parte, una planificación digna de tal nombre desde la Conselleria de Bienestar Social. Únicamente, desde algunos Ayuntamientos se están haciendo esfuerzos en esta línea, positivos sin duda, pero obviamente limitados
. 

Lógicamente, todas las profesionales entrevistadas resultan este aspecto. Se señala la falta de previsión desde los Ayuntamientos, y desde la Administración Autonómica, sobre el aumento del número de inmigrantes y sobre las necesidades específicas y profesionales que la nueva situación plantea. El aumento del flujo migratorio, particularmente notable desde el 2000 y ya evidente en los primeros meses de 2001, no se ha traducido en medidas y orientaciones que respondieran a la situación creada de una demanda específica en creciente aumento.

En la práctica, la gestión de este aumento de la demanda se ha dejado en manos de la profesionalidad de los CMSS y los ESB que los atienden con los mismo medios y el mismo cuadro de recursos que antes de la eclosión de este nuevo tipo de usuario. 

El surgimiento de un nuevo “sector de intervención” con problemáticas específicas supone, siempre, un período de adaptación en el que se constatan las dificultades, se ajustan los criterios y se adaptan los “saberes” y “haceres” profesionales. Además de los aspectos de planificación y adecuación de recursos ya señalados, en la escasa pero intensa experiencia con inmigrantes, ¿que obstáculos y dificultades de los profesionales de Servicios Sociales se constatan?.

Las diferentes respuestas las podríamos agrupar en tres bloques de temas, que se señalan de una forma u otra, en los CMSS y ESB. Una de las profesionales de un centro de Valencia los resume gráficamente:

“Creo que influye todo. Por ejemplo, el tema de la normativa, sí que hemos ido al curso, pero aún así, yo personalmente coleo.... siempre tienes que echar mano de “pásate por la ONG a ver que tal” ... Sus culturas... por qué funcionan de otra forma y poco a poco...  las vamos comprendiendo, pero ellos también tienen que darse cuenta que ahora están en otra cultura y lo que tienen que hacer es, sin desarraigarse de su propia cultura, intentar un poco adaptarse a la nuestra...Y es que luego, en el tema de recursos, estamos desbordados, estamos desbordados (por falta) de recursos económicos...” (CMSS-C 2-16)

Un primer aspecto que se señala es la complejidad de la normativa de extranjería. A pesar de los cursos que se han realizado 
, dada la pluralidad de situaciones documentales que se da y las consecuencias prácticas del tema, las profesionales derivan sistemáticamente a los servicios jurídicos de las ONG. Se cubre la necesidad de asesoramiento jurídico del inmigrante con un recurso externo pero, al mismo tiempo, se parcializa la atención y el seguimiento.

Otro aspecto señalado es la falta de conocimiento de la cultura de origen del inmigrante que, lógicamente, constituye un factor básico para comprender sus comportamientos, hábitos y estrategias de inserción aquí, e intentar incidir en ellos. Se podrían señalar distintos ejemplos concretos en este sentido, no sólo los más evidentes como por ejemplo la lengua: desde la costumbre y formas de relación con la Administración y sus profesionales, las diferencias de cultura reproductiva y relaciones personales hombre-mujer, la consideración sobre que constituye una adecuada atención a los menores, etc. Este tema se complica por la diversidad de procedencias y, por tanto, de referencias culturales que varían según los colectivos
. 

Por último se hace referencia a las limitaciones económicas. Éstas tienen varias repercusiones negativas: obligan a retrasar los pagos de las ayudas de emergencia acordadas, con lo cual se desvirtua el carácter de ayuda más o menos inmediata. En otros, dada la limitación de presupuesto, se genera una dinámica restrictiva ya que se debe seleccionar los casos más “sangrantes”. Por otro lado, las restricciones afectan particularmente a las Prestaciones Económicas Regladas (PER) y, en referencia a los inmigrantes, ha supuesto un parón en el proceso de inclusión de los inmigrantes que cumplían los requisitos. Por otro lado, en un panorama de restricción presupuestaria, la aparición de un nuevo sector de usuarios no puede hacer sino aumentar las limitaciones para todos. Este tema se relaciona con el siguiente.

Un aspecto que se planteó de forma explícita, en las diferentes entrevistas realizadas, es sí se habían dado reacciones negativas a la creciente presencia de inmigrantes como usuarios de Servicios Sociales. Interesaba conocer, en el caso de que así fuera, en que circunstancias se habían producido.

En el caso de los CMSS y ESB estudiados se constata que las reacciones negativas obedecen, en todos los casos, a un cuadro muy concreto y determinado. Ante la negativa a una demanda realizada, bien porque no se consideraba pertinente según el criterio de la profesional o porque la persona había agotado las prestaciones contempladas en la normativa, el usuario nacional culpabilizaba a los inmigrantes de la negativa. El contenido parece bastante similar en todos los casos: se acusaba a los inmigrantes de “acaparar” las prestaciones y a los profesionales de privilegiar al extranjero. El siguiente comentario, muy expresivo, puede en nuestra opinión dar cuenta de este tipo de comentarios: 

“(la queja) casi literal: “¡Estáis dando ahora todas las ayudas a los extranjeros que están viniendo y nos estamos quedando los de aquí sin ayudas!” Si no es literal, parecido... en todos los casos” (CMSS-A 1-20) 

Como es obvio, las profesionales razonan que no hay ningún tipo de discriminación positiva hacia ningún colectivo y que se exigen los mismos requisitos a todos, valorándose la gravedad de la situación de necesidad social. A pesar de ello, no es extraño que la queja se razone en términos de “preferencia nacional”, es decir el mayor derecho y prioridad de los autóctonos a recibir ayudas frente a personas extranjeras, aunque la situación social de éstas últimas sea de mayor necesidad 
.

En la actualidad, este fenómeno de rechazo y culpabilización a los inmigrantes no parece muy extendido, aunque ya es significativo que aparezca en todos los CMSS y muchos de los ESB consultados, precisamente, en boca de los usuarios cronificados, es decir de los más dependientes. 

En términos generales, los inmigrantes usuarios de Servicios Sociales presentan una falta de recursos económicos bastante acusada. Constituyen un público nuevo que, por sus condiciones objetivas y en función de la aplicación de los criterios establecidos en la normativa, es acreedor a una serie de ayudas. Sin embargo, este aumento del público usuario de Servicios Sociales no ha venido acompañado por un aumento proporcional de los fondos dedicados a las prestaciones. No disponemos de estudios cuantitativos para realizar afirmaciones precisas, pero no sería extraño que se produzca una situación de desplazamiento en la que los sectores “nuevos”, y con mayor necesidad social (inmigrantes, en nuestro caso), desplazan a sectores de la población autóctona que en la actualidad son objeto de prestaciones o ayudas puntuales. 

Puede generarse así una dinámica particularmente nociva. Una escuela de sociología francesa de migraciones, Taguieff y Wiervorka entre otros autores, ha mostrado como en el paisaje social de la banlieu obrera, castigada por el paro y la recesión de mediados de los años 80 y primeros de los 90, se abrió paso un proceso en el que los inmigrantes aparecían ante los ojos de los reconvertidos autóctonos como unos competidores desleales por recursos escasos (viviendas sociales, trabajo fijo, prestaciones de servicios sociales). Y como ese proceso constituyó una de las bases del surgimiento de la xenofobia popular que representa el Front National francés. La situación no es similar, por muchas razones, en nuestro país. Sin embargo, el mecanismo puede ser el mismo: la culpabilización y el rechazo del inmigrante por parte de sectores populares que ven, de forma real o imaginaria, disminuidas las atenciones que reciben por la presencia de los nuevos usuarios.

Evitar estos o similares problemas en el futuro, pasa por implementar en el presente una decidida política de integración de los inmigrantes en los Servicios Sociales, sin desatender por ello, a los sectores autóctonos en situación de necesidad. Todo ello requiere como primera instancia una voluntad política, una planificación y unos recursos económicos, profesionales y de todo tipo que hoy, todavía, continúan ausentes en el panorama de la Comunidad Valenciana. 
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� Ver Torres Pérez, Francisco “Intervención social e inmigración, Integración, modelos de intervención y servicios sociales”. Colección Servicios Sociales, Serie Debate nº 6 DGSS, Logroño 2001 (pags 84-85)


� Hemos optado por excluir de esta relación otras prestaciones económicas (ayuda a ancianos, bono-residencia, ayuda a movilidad) por su dependencia de servicios especificos: tercera edad, minusválidos y la nula incidencia sobre el tema a tratar.


� Los Servicios Sociales son una materia tradicionalmente criticada por su elevado grado de subjetividad y por estar sujeta a una enorme discreccionalidad.  Esta situación tradicional más que mejorar con el tiempo, se ha ido extendiendo a numerosos espacios de actuación, incluso en aquellas instancias o trámites puramente administrativos.


� Aunque no se incluyen en este estudio también se han realizado entrevistas a otros municipios: Paterna, Requena, Mancomunitat de Ribera Alta y Ribera Baixa, etc, aunque por diversas razones no se han utilizado para el presente trabajo.


� El CMSS de Ciutat Vella atiende al Centro Histórico, Distrito 1, al Distrito 2, con el barrio de Russafa y al barrio de La Roqueta, del Distrito 3. En estos dos barrios se dan una de las proporciones más altas de vecinos extranjeros.  Los CMSS de Quatre Carreres y Creu Coberta corresponden a barrios populares, relativamente periféricos y de construcción reciente. El área del CMSS Benimaclet recoge una heterogeneidad de situaciones pero, en conjunto, se trata de una zona básicamente acomodada.


� El ítem “situación de extranjería” no recoge el total de extranjeros atendidos sino aquellos usuarios para los que se considera que su situación de extranjería constituye un aspecto resaltable. Este ítem se incluye en el apartado: “otras problemáticas sociales”. Básicamente, se señala para todos los extranjeros extracomunitarios


� Básicamente, se puede afirmar que se “pierde” el miedo a relacionarse con la Administración incluida la local y los Servicios Sociales.  





� Más en concreto, la cuestión se abordó con el portavoz de la Asociación de Inmigrantes Marroquíes Al Amal, el representante de la Asociación de Inmigrantes Argelinos en la Comunidad Valenciana y con dos profesionales marroquíes que trabajan, uno en el Centro Guía de Inmigrantes de UGT-Valencia y otro, en Valencia Acoge. También se recogió la opinión de una profesional marroquí del CMSS Ponent del Ajuntament de la Vila de Eivissa.


� Esto es así por un doble motivo. Iniciar un expediente de reagrupación familiar supone, como requisito imprescindible, acreditar unos medios de vida y una vivienda para el reagrupante y las personas que se pretende reagrupar, mujer e hijos si los hay. Por otro lado, los informantes marroquíes manifestaban su extrañeza por el hecho de que muchos ecuatorianos vinieran con su mujer e hijos, comportamiento que les parecía poco adecuado.





� En Marruecos no existe unos Servicios Sociales propiamente dichos. Más todavía, esta ausencia la cubren las redes sociales tradicionales y las organizaciones islamistas muy activas en el plano social, como Justicia y Caridad. En el caso de Argelia, la reducción de gastos sociales por parte del Estado a mediados de los años 80, cuando ya era evidente el fracaso del modelo desarrollista argelino, y la posterior crisis social, económica y de legitimidad que estalló como guerra civil redujeron a nada lo que había equiparable a Servicios Sociales.   





� En las entrevistas realizadas en las diversas poblaciones, las profesionales se refieren siempre al caso de los europeos del este cuando ejemplifican las dificultades de comunicación por causa del idioma. 








� El viaje y el proceso migratorio supone, entre otros problemas, un alto coste personal. La separación de los cónyuges durante un tiempo, en ocasiones meses y en otras durante años, somete a tensiones diversas al conjunto del sistema familiar y a las relaciones interpersonales. No es extraño que, durante el período de separación, la mujer o el hombre hayan establecido en Valencia relaciones nuevas o que se debiliten los lazos afectivos. Al menos, entre la inmigración ecuatoriana en la ciudad de Valencia, éste es un fenómeno detectado de relativa importancia, y con mayor prevalencia que en otros grupos. Dado la tradición natalista de estos colectivos, muchas veces las nuevas relaciones comportan el nacimiento de hijos al margen del matrimonio lo que genera rupturas y abandonos. Las profesionales de Valencia lo expresan así:


“(en estos casos) son genogramas complicados ... mujeres con hijos, de 	


hombres diferentes, con los que el tipo de vinculación paterno filial es 


inexistente y además no es algo que se viva mal, tampoco” (CMSS – A 2-15).


“mujeres solas porque han sido dejadas por los maridos, y se quedan solas con los hijos, eso si que vienen aquí demandando ayudas... y (hay) malos tratos” (CMSS - B 1-6)





� En algunos casos, en dos de los cuatros CMSS estudiados, las peticiones de inmigrantes ha constituido hasta un 50% del total de solicitudes de becas de comedor. Esta situación que, modulada de forma diferente se produce también en otros municipios, puede dar lugar a una situación típica de competencia por recursos escasos. Volveremos sobre ello.


� En el caso de la ciudad de Valencia, por ejemplo, según los datos del Padrón de 2001 la convivencia residencial de 4 o más personas es la situación del 17% de españoles pero del 49,6 % de inmigrantes extracomunitarios. Hay que señalar que las razones de este hacinamiento son complejas y no exclusivamente económicas. Véase Torres (2002). 


� Normalmente, bajo el término de alquiler de habitaciones se engloban situaciones distintas y que, sobre todo, merecen un diferente trato y valoración. El alquiler de una habitación puede ser el recurso, coyuntural o permanente, de un núcleo familiar para aumentar sus ingresos o hacer frente a los gastos de alquiler. Suelen ser viviendas con un grupo estable y relaciones relativamente sólidas. Otra formula son los pisos que se montan para alquilar por habitaciones. En estos casos, el hacinamiento es mayor y el precio claramente abusivo. Se trata de viviendas con escasa convivencia, con un alto índice de población de paso y que son las que suelen generar unas relaciones más difíciles y/o degradadas con el vecindario. Para estos y otros aspectos sobre la vivienda de los inmigrantes en Valencia, véase Torres (2002).


� Actualmente la Generalitat Valenciana desarrolla dos convocatorias de ayuda: la vivienda para familias monoparentales y la vivienda solidaria que permite a los inmigrantes legales acceder a una subvención por uso de vivienda habitual.


� La política pública de inserción de los inmigrantes en materia de vivienda se ha reducido a actuaciones puntuales para erradicar el “chabolismo” y al financiamiento de una red precaria de albergues y “pisos de acogida” gestionada por las ONG, red que está por muy debajo de las necesidades. Véase en ese sentido Leal, J y Mayeur, C (1997). El Plan GRECO aprobado en 2001, incide en la misma línea.


� De forma muy sintética podríamos decir que la Administración marca las líneas de acción, los programas y financia su realización. Por su parte, las ONG gestionan y realizan esos programas, básicamente prestación de servicios, con autonomía y margen de acción en la plasmación concreta.


� Así en el caso de los CMSS del Ayuntamiento de Valencia se ha establecido la formula “manutención *” (manutención asterisco) para designar a las ayudas de manutención destinadas en realidad a cubrir gastos relacionados con la vivienda. En otros municipios se aplican, como se ha explicado, formulas diversas.    


� Por otro lado, como hemos señalado anteriormente, somos de la opinión que las diferentes situaciones de subarriendo deben merecer un trato distinto. Como se ha indicado, las situaciones de abuso, hacinamiento y escasa calidad residencial se suelen concentrar en los pisos montados para ser alquilados por habitaciones. Serian estas situaciones las que merecerían una valoración negativa y, en la medida de lo posible, medidas dirigidas a terminar con ellas. No nos merece la misma valoración otro tipo de subarriendos.


� En el caso del Ayuntamiento de Valencia, con una mayor experiencia respecto a la aplicación de PER a inmigrantes, una profesional lo sintetizaba así: 


“Cuando les comentas lo del PER, ahí se hacen ya un lio.. no entienden. No entienden que se les da una ayuda económica durante tres años, se les da una beca de seis meses. Y luego te preguntan si lo tienen que devolver (cuando encuentren trabajo)” (CMSS-C 2-6).





� La profesional de PER de un CMSS de Valencia, sintetiza así su experiencia:


“En el año 2001 tuvimos cuatro familias de PER. Una era ecuatoriana, dos colombianas y una búlgara. De hecho, en estos momentos, dos están trabajando ya... en el momento que han conseguido la regularización ya tenían la oferta de trabajo y ya están trabajando. Se ha trabajado muy bien con estas familias, por la disponibilidad que tienen. Siempre tienen un actitud colaboradora, participativa, en todo momento si van a poder te dicen “si voy a poder, o no voy a poder porque, en este momento tengo un trabajo que son dos horas”, te lo explican. Funcionan muy bien.” (CMSS-C 2-8).





� Es el caso, sin ánimo de ser exhaustivos, de Cáritas Diocesana, los sindicatos CC.OO., UGT y USO, CGT, y de entidades como Valencia Acoge. 


� Utilizamos el criterio porcentual con el fin de proteger ciertas cifras sensibles de los ayuntamientos  y a que hacen referencia a conjuntos numéricos muy pequeños.


� Estos tres elementos constituyen, también, los aspectos básicos de la política comunitaria de inmigración, como se ratifica en la Comunicación de la Comisión de las Comunidades Europeas sobre una Política Comunitaria de Inmigración COM (2000) 757 que se refiere a “colaboración con los países de origen”, “trato justo... e integración de los nacionales de terceros países” y “gestión de los flujos”.


� Con todo, la concepción oficial de integración que traslucen ambos documentos es bastante corta. El Plan de Integración de 1994 establece una idea de integración basada en la no discriminación, la seguridad jurídico-administrativa y la inserción laboral de las personas inmigrantes. El Programa GRECO no lo mejora. Así la medida 2.1 “Avanzar en el pleno ejercicio de los derechos” solo hace referencia a sanidad, educación, reagrupamiento familiar y libertad religiosa, lo que constituye una nomina más bien corta de derechos. El programa no menciona a los servicios sociales, si bien, podemos considerar que en un desarrollo amplio e inclusivo, las materias de servicios sociales pueden verse incluidas dentro de los convenios entre la Administración central, Autonómica y Local para fomentar la integración de los inmigrantes (medida 2.5.c)





� El relativismo estricto comporta no pocos problemas. Unos de tipo lógico. Si todo es relativo, ¿cómo argumentar la superioridad del relativismo para la gestión de la diversidad?. Otros prácticos, ¿cómo establecer normas comunes si no concedemos prioridad a unos valores sobre otros?. Otros, en fin, son morales: el relativismo absoluto incapacita para juzgar y reaccionar frente a la injusticia y la violencia amparada por alguna tradición cultural.


� Para un mayor desarrollo de las implicaciones de esta concepción de integración puede verse, en el plano normativo, De Lucas (1998 y 2001), y en el plano social Torres (2002 a)





� El presupuesto de la PER para el año 2002 refleja una disminución del 50% respecto del año anterior,  después de cinco años de estabilidad en que únicamente se incrementaba lo estrictamente necesario por cuestiones legales.


� En este sentido, hay que remarcar la reciente aprobación por el Ayuntamiento de Valencia del “I Plan Municipal para la Integración de la Inmigración” con un período de vigencia de 2002-2005. Para hacer una valoración de este plan, pionero en la Comunidad Valenciana, habrá que esperar a la aprobación del presupuesto y a su implementación.


� En el Ayuntamiento de Valencia, todos los profesionales del servicio de información de los CMSS han realizado cursos centrados en la normativa de extranjería. Diversos profesionales de otras poblaciones han realizado también cursos de formación específicos.


� En ese sentido, se señalaba la necesidad de destacar, en los cursos de formación sobre el trabajo con inmigrantes, junto a los aspectos legales las cuestiones socio-culturales. “Que, en términos generales, se explique que Argentina, Chile, esos países suelen tener un tipo de familia más similar al nuestro, al europeo, y Centro América, y en parte también, Ecuador, suelen ser familias más extensas, con bastantes mujeres solas... este tipo de cuestiones” (CMSS-D 1-14).





� Una profesional explicaba su experiencia en estos términos:


“(los que se quejan) piensan que ellos tienen más derecho, porque bueno, han vivido toda la vida en este país, ellos han contribuido, mucho o poco, y que de alguna manera es más obligación de la administración, resolver primero los problemas de los nacionales y si queda algo, al que viene de fuera” (CMSS-A 2-21)
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